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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señora Representante Margarita Percovich. 


MIEMBROS: Señores Representantes Fernando Araújo, Jorge Barrera, Gustavo Borsari Brenna, Alejo 
Fernández Chaves, Felipe Michelini, Jorge Orrico y Diana Saravia Olmos. 


INVITADOS: Señor Representante Julio C. Silveira. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).- Se pasa a considerar el segundo punto del orden del día, que 
refiere al proyecto relativo a: “Maquinaria y vehículos incautados en presunta infracción aduanera”. 


SEÑOR ARAÚJO.- En definitiva, este proyecto no hace otra cosa que legislar sobre lo que muchas 
veces los Jueces dictaminan aun sin un marco legal, que es designar depositarios. Antes teníamos en el 
proceso aduanero el incidente de entrega anticipada, que lamentablemente fue derogado, lo que me 
parece que fue un error. El proceso aduanero, pese a ser designado como sumario, es tan o -en algunos 
casos- más largo que el ordinario, lo que determina que la maquinaria incautada o los vehículos 
utilitarios se deterioren en los depósitos fiscales, en las Comisarías o tirados en lugares inadecuados. 
Por eso, a veces los jueces acceden a designar depositarios de vehículos o maquinarias; no ha habido 
objeciones en algunos lugares del interior y se han designado algunos depositarios. 


Hemos creído que es una buena norma, más allá de que la redacción pueda no ser la mejor. De esa manera, se 
autorizaría al Juez, mediante un breve procedimiento sumario, para que las Intendencias o las organizaciones 
sin fines de lucro que lo soliciten, puedan ser designadas como depositarias. Los vehículos estarán mucho 
mejor cuidados si están en uso que al estar tirados en un depósito fiscal, perdiendo el fisco, el denunciante y 
el denunciado. Ese es el motivo de este proyecto. 


El procedimiento es muy sencillo. Consiste en una especie de solicitud que realizará la Intendencia o una 
asociación civil sin fines de lucro, el Juez dará vista a los interesados -en este caso, denunciante, denunciado 
y Fiscal- y, si no hay oposición, se decide. 


SEÑOR BARRERA.- La innovación del proyecto de ley al trámite actual es que el depositario será una 
institución sin fines de lucro que hará uso del vehículo o de la maquinaria, con las obligaciones que 
tiene todo depositario, a efectos de darle utilidad, que podría implicar hasta la conservación del propio 
bien. 


¿Quién se hace responsable, por ejemplo en caso de choque? 


SEÑOR ARAÚJO.- Eso se establece en el artículo 3" que dice: “(...) se harán responsables del buen 
cuidado de los bienes sujetos a su custodia, responsabilizándose por los daños o destrucción 
ocasionados por el mal uso del objeto entregado a su custodia”. 


SEÑOR BARRERA.- ¿Qué pasa en el caso de una organización sin fines de lucro que no tiene bienes? 
Cuándo se nombra depositario y se entrega un vehículo, ¿el Juez exige una cautela? 


SEÑOR ARAÚJO.- Hoy no es así porque, en general, se designa depositario al propietario -cuando no 
hay riesgo de que pueda sustraerse a la acción de la Justicia, por ejemplo, llevándolo al otro lado de la 
frontera- o al dueño de un garaje, que no lo usa. Pero como en este caso se pretende habilitar el uso, 
habría que requerir al depositario por lo menos un seguro contra terceros. 


SEÑOR BARRERA.- Tal vez sería prudente incluir alguna frase como: “Se podrán pedir las garantías 
suficientes a los efectos de preservar del daño o el mal uso de esos bienes”. En el caso de un auto es un 
seguro; en el caso de otros vehículos se hará de otra manera. El único inconveniente que veo es que no 
haya una garantía suficiente para quien puede llegar a cobrarse de ese bien, en cuanto a que se verá 
privado de las consecuencias del mal uso o del desgaste. 


SEÑOR ARAÚJO.- Con respecto a los daños ocasionados a terceros me parece que se puede establecer 
un seguro por daños contra terceros. En cuanto al desgaste, creo que se compensa con el deterioro que 
produce el no uso. Creo que no se puede exigir más allá del uso normal del buen padre de familia según 
el precepto del Código Civil. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me parece que es una iniciativa muy buena; simplemente habría que 
subsanar algunos vacíos. Por un lado está lo que planteaba el señor Diputado Barrera en cuanto al 
desgaste. Nosotros pensábamos más que en un vehículo, en una trilladora que se diera en depósito a 
una Intendencia o a una escuela agraria. ¿Qué pasa con el desgaste, con un choque, etcétera? 


La otra duda es qué pasa cuando hay una concurrencia de solicitantes. Habría que establecer algunas formas 
de dirimir las prioridades de acuerdo a criterios sociales -que es lo que impulsa el proyecto- o de proximidad. 


También se nos ocurría la posibilidad de una adquisición subsidiada o de la realización de convenios. Estoy 
pensando en las Intendencias del interior, en que de repente pudiera establecerse algún procedimiento de 
prioridad en ese sentido. 


Hay otras cuestiones más concretas como que nos parece mejor la utilización de lo ya establecido por el 
Código del Proceso Civil, etcétera, que se puede ver en la discusión de cada artículo. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Me pareció muy atinada la intervención del señor Diputado 
Barrera en cuanto a la exigencia cuando menos de un seguro. Yo creo que tendría que ser un seguro 
total porque hay que precaver el derecho del propietario del bien. 


A las Intendencias Municipales e instituciones educativas agregaría el Ministerio del Interior, porque es muy 
importante que tenga el máximo de vehículos posibles, sobre todo en el interior. 


Me parece que el numeral 3) del artículo 2” debería decir “De no concurrir las partes”; de lo contrario, se 
estaría dejando como dueño del proceso a cualquiera de las partes. Bastaría que no concurriera el 
denunciante, el denunciado o el Ministerio Público para que el Juez preceptivamente debiera ordenar que el 
Alguacil del Juzgado designe depositario al accionante. Me da la impresión de que en un debido proceso la 
no concurrencia de las partes -por lo menos del denunciante y del denunciado-, es lo que debería obligar al 
Juez a designar el depositario inmediatamente. Al citarse -por parte del Juez de la causa- tanto el denunciante 
como el denunciado y el Ministerio Público, de este incidente pasan a ser todos parte. 


Creo que el proyecto es muy bueno y estoy dispuesto a votarlo en general inmediatamente, y si hay acuerdo 
tratar de solucionar algunos detalles. 


SEÑOR SILVEIRA.- Este proyecto -que ha sido una iniciativa del señor Diputado Araújo a la que nos 
hemos sumado con mucho gusto- tiene que ver con algo recurrente para quienes vivimos en las zonas 
de frontera, que es la preocupación de dar una utilidad que redunde en beneficio para la sociedad, a 
todos esos bienes tan voluminosos que se van acumulando en distintos depósitos por situaciones 
vinculadas al contrabando. 


Creemos que esto tiene una vinculación con otro proyecto presentado -que no sé qué destino ha tenido- 
relacionado con dar una utilización racional a los alimentos perecederos y con poner coto a una situación que, 
insisto, vemos en todas las seccionales policiales de los departamentos de frontera. Me refiero a la enorme 
acumulación de vehículos y maquinarias que se deterioran hasta el punto de volverse absolutamente 
inservibles cuando se va a proceder a su remate y que ningún beneficio deja a quienes son los aprehensores ni 
al resto de la sociedad que recibe una parte de ese remate. Creemos que de esta manera, además del elemento 
de conservación que marcaba el señor Diputado Araújo, ve la posibilidad de obtener algún tipo de retribución 
por parte de la sociedad ante esa situación, adelantando ese desenlace que tanto tiempo lleva, y que brinda 
una ayuda importante. Asimismo, pienso que es un tema que en algún momento deberá merecer la atención 
del Parlamento. 


Por ejemplo, hemos recibido de parte de hogares de ancianos solicitudes de algún tipo de vehículo para que 
puedan cumplir mejor su función y puedan dar una mejor vida a quienes están allí. Lo mismo ocurre con las 
escuelas rurales; hay una enorme cantidad de eventuales beneficiarios de un sistema que, por suerte, veo que 
la Comisión ha recibido de muy buen grado. Eso nos satisface y nos inhibe de seguir haciendo algún tipo de 
consideración en ese sentido. 


SEÑOR MICHELINLI.-. Me parece que, en general, el proyecto está bien orientado, pero tengo algunas 
cuestiones que quisiera plantear. 


En primer lugar, en lo que tiene que ver con el volumen, más allá de decir que hay muchos, me gustaría saber 
si alguien ha podido saber de qué cantidad anual se trata. 


En segundo término, quisiera saber qué pasa con el pago de los tributos municipales de los vehículos, si van a 
estar exonerados o no. 


En tercer lugar, creo que deberíamos precisar mejor las organizaciones a las que se beneficiaría. 


Asimismo, se me ocurre que si acá hay una presunta infracción aduanera, se pueden dar dos casos. Uno de 
ellos es que esto sea parte de un contrabando grande, del que nadie quiere hacerse responsable ni tener 
relación con los objetos de esta infracción porque, de comprobarse esa vinculación, probablemente recaería 
una pena por contrabando. El otro caso que puede existir es que la persona tenga plena fe de que lo máximo 
que hay es un error administrativo, pero no una infracción aduanera y, por lo tanto, no quiera dar ese vehículo 
o esa maquinaria a nadie. Es decir que lo máximo que pueda suceder es que él acepte ser el depositario, 
porque sabe que no ha incumplido con el derecho o con las obligaciones. 


Entonces, para mí esta redacción tan abierta puede ser un espacio de abuso de derecho. Me identifican un 
vehículo, me piden la documentación, resulta que estoy en infracción aduanera y, además, si le damos 
posibilidad al Ministerio del Interior -por eso no estoy de acuerdo con que sea esta Cartera la que participe de 
este mecanismo-, lo desapoderan, no le dan la oportunidad de ser el depositario. Una cosa es cómo 
legislamos y otra es cómo después funciona en la realidad. El solo hecho de que los mismos funcionarios 


públicos puedan ser denunciantes y en el remate tengan la posibilidad de hacerse de una parte de ese remate 
genera situaciones complejas. 


Me gustaría saber si quienes han estudiado el proyecto lo han visto desde esta óptica. A veces cuando uno 
hace un proyecto, no mira aspectos que pueden ser complejos. 


SEÑOR ORRICO.- Estoy de acuerdo con la intención que guía este proyecto, de manera que no tengo 
inconveniente de aprobarlo en general. 


No estoy de acuerdo con algunas formas en cómo está redactado; creo que hay que cambiar la redacción de 
muchos puntos. No voy a repetir algunos argumentos como que hay que precisar con mucha más claridad a 
qué instituciones se puede favorecer, si es que cabe ese término en este caso. Entiendo que el plazo de seis 
días es muy breve, no alcanza. En el interior da para notificar a las otras personas que tienen que participar - 
fiscal, denunciante, denunciado, etcétera-, pero en Montevideo seis días para una notificación personal no 
alcanza de ninguna manera. Por más que allí las cosas son claras en el sentido de quien se presenta ni siquiera 
tiene que dar los domicilios de quienes van a comparecer a la audiencia posterior, de todas formas hay que 
notificarlos. Además, nadie va a ver un expediente cada seis días como para decir: “Mañana tiene una 
audiencia”. 


Creo que hay que establecer con mucha mayor claridad el contenido del acta. Por ejemplo, en el acta debe 
precisarse cuál es el estado de situación del bien porque, si no, ¿de dónde surge cómo está el bien? De pronto 
un vehículo -que es el ejemplo más claro en esto- de motor está muy bien, pero la chapa está hecha pedazos. 
Son elementos que hay que tener en cuenta; hay que labrar un acta cuando el vehículo se da a la institución 
que sea y cuando lo devuelve, porque habrá que diferenciar entre lo que es el mantenimiento normal de un 
choque, que es la cosa más traumática y más clara a los efectos del ejemplo. 


Naturalmente, también habrá que establecer algún sistema de garantías para que quien se lo lleve, si no 
cumple con sus obligaciones, alguien las haga efectivas coercitivamente. Creo que eso es claro. 


Además, habría que determinar que el mantenimiento del vehículo implica el pago de los impuestos a que ese 
vehículo está siendo sometido. Porque mientras el vehículo está detenido por una presunta infracción 
aduanera no paga patente ni nada, pero cuando el auto o el bien que sea es sacado, entonces va a ser objeto de 
impuestos. 


En definitiva, me parece una muy buena idea, pero creo que hay que redondearla más desde el punto de vista 
de su redacción, sobre todo en la parte de procedimiento, y tener en cuenta algunos de estos elementos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me parece que en general todo el mundo ha expresado su voluntad de 
tratar de legislar en esta materia porque entendemos que hay un vacío y es muy loable la intención. 


Se han señalado una serie de aspectos un poco vagos que nos gustaría precisar y trabajar en concreto sobre su 
redacción. 


SEÑOR ARAÚJO.- Tomé debida nota de todas las acotaciones, algunas de las cuales son realmente 
importantes. Me las llevo, trato de mejorar un poco el proyecto y lo traigo la próxima sesión. Creo que 
va a resultar mucho más fácil para que todos hagan sus aportes y, en definitiva, votarlo. 


Veo, por ejemplo, que puede haber oposición en cuanto al Ministerio del Interior, pero es lo único que puede 
ser motivo de discrepancia. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Nosotros aportaremos algunas propuestas que nuestros asesores nos han 
acercado por escrito que pueden ayudar a una mejor redacción. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


